Radicación No.:
 66001-31-05-004-2016-00433-01

Demandante:
 INCODER en liquidación- PAR INCODER 

Demandado:       Raúl Garavito Ardila 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
       Sentencia – 2ª instancia – 10 de marzo de 2017
Proceso: 
       Fuero sindical – Confirma sentencia que negó las pretensiones
Radicación No.:       66001-31-05-004-2016-00433-01

Demandante: 
       Incoder en liquidación y PAR Incoder (vinculada)
Demandado: 
       Raúl Garavito Ardila 
Juzgado de origen: Cuarto Laboral del Circuito de Pereira

Tema:                   

Levantamiento de fuero sindical: El término de dos meses para instaurar la acción corre inmediatamente ocurra la justa causa requerida para solicitar la autorización de despido, traslado o desmejoramiento del trabajador aforado o culminado el procedimiento convencional que da lugar a establecerla.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1
Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Acta No.____

Marzo diez (10) de dos mil diecisiete (2017)

En la fecha, los Magistrados que integran la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira proceden a decidir el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la demandante dentro del proceso especial de levantamiento de fuero sindical instaurado por INCODER en liquidación en contra del señor Raúl Garavito Ardila; proceso al que fue vinculado el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Incoder - PAR INCODER. 
Se deja constancia de que la sentencia se notificará por edicto, conforme lo dispone el literal d), numeral 3) del artículo 41 del C.P.T. y de la S.S.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:
S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el veinte (20) de febrero de dos mil diecisiete (2017), por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso especial reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA

Haciendo uso de la acción especial de levantamiento de fuero sindical, el liquidador del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, en adelante -INCODER en Liquidación-, acude a la justicia laboral a efectos de obtener el levantamiento del fuero sindical que ampara al señor Raúl Garavito Ardila, quien funge como Tesorero Suplente de la Junta Directiva Nacional de SINTRAINCODER, para proceder a retirarlo del servicio en razón de la supresión del empleo del cual es titular. 
Como fundamento de dicha pretensión, indica que el INCODER fue creado mediante Decreto 1300 de 2003 y reorganizado por los Decretos 3759 de 2009 y 2623 de 2012, como un establecimiento público del orden nacional, adscrito al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Agrega que el 11 de septiembre de 2003 el señor Raúl Garavito Ardila fue incorporado con derechos de carrera a través de la Resolución No. 0564, en el cargo de Técnico Administrativo Código 4080, Grado 15, de la Oficina de Enlace Territorial Nº 3 - Grupo Técnico Territorial; tomando posesión el 15 de septiembre de 2003 mediante el acta No. 251. 
Manifiesta que el 10 de noviembre de 2006 se le comunicó al señor Raúl Garavito Ardila que, de acuerdo con lo dispuesto por el Decreto 2489 de 2006, su cargo cambió de nomenclatura y, en adelante, correspondería al cargo de Técnico Administrativo Código 3124 Grado 15. Posteriormente, con ocasión a la modificación de la planta de empleos de la entidad, a través de la Resolución No. 217 de 2008 fue incorporado en el empleo de Técnico Administrativo Código 3124 Grado 16 de la Dirección Territorial de Risaralda, tomando posesión el 8 de febrero de 2008, mediante el Acta No. 399.

Afirma que conforme a la constancia de Deposito No. JD-217 del 11 de abril de 2014, expedida por el Inspector de Trabajo de Bogotá, el actor está amparado con fuero sindical por ser el Tesorero  Suplente de la Junta Directiva Nacional de SINTRAINCODER, sindicato inscrito en el Registro Sindical través de la Resolución No. 1540 del 20 de abril de 2004, del Ministerio de la Protección Social.

Aduce que el Gobierno Nacional, mediante los Decretos 2363 y 2364 de 2015, dispuso la creación de la Agencia Nacional de Tierras - ANT y de la Agencia Nacional de Desarrollo Rural - ADR respectivamente, disponiendo, por medio del Decreto 2365 del mismo año, la supresión y liquidación del INCODER por cuanto sus objetivos y funciones fueron transferidos a las aludidas agencias, indicándose que el proceso de liquidación debía concluir el 7 de diciembre de 2016, correspondiendo al liquidador elaborar el programa de supresión de empleos de la planta de personal. 
Informa que el Decreto 1193 de 2016 dispuso que, pese a la supresión de 420 cargos ordenada en el Decreto 1193 del 21 de julio de 2016, los servidores públicos titulares de 48 empleos –entre los cuales se encuentra el del demandante- permanecerían en ejercicio de los mismos hasta la fecha de ejecutoria de la sentencia que autorice el levantamiento de su fuero sindical, o hasta la vigencia del fuero sindical, o hasta la terminación del proceso de liquidación.

Refiere que el 18 de agosto de 2016, mediante oficio 20162138014, el INCODER comunicó al señor Garavito Ardila que el empleo de Técnico Administrativo Código 3124 Grado 16, del cual ostenta derechos de carrera, fue suprimido de la planta de la entidad, por lo tanto, su desvinculación se llevaría a cabo en los términos del Decreto 1193 de 2016.

II. Contestación a la demanda
El trabajador aceptó los hechos de la demanda, salvo los relacionados con el contenido de los Decretos 2363 y 2364 de 2015, respecto de los cuales manifestó que no eran hechos, y aquel que refiere que conforme al Decreto 1193 de 2016 su empleo sólo sería suprimido una vez esté ejecutoriada la sentencia que autorice el levantamiento del fuero sindical, frente al cual indicó que no era cierto. Seguidamente se opuso a la pretensión de la demanda y propuso como excepción previa la de “Prescripción” y como perentoria la de “Falta de Causa Legal y fundamento principal de la demanda”.
Al presente asunto fue vinculada la Fiduagraria S.A., en su condición de administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes del INCODER, la cual no emitió pronunciamiento alguno a pesar de haber sido notificada debidamente. 

III. Sentencia de primer grado
La Jueza de primer grado determinó que en este asunto se presenta una razón objetiva para otorgar al INCODER, representado por la Fiduagraria como Administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes PAR INCODER, el permiso para despedir al señor Raúl Antonio Garavito; no obstante, declaró probada la excepción de prescripción propuesta por este último, negó la autorización para levantar el fuero sindical del trabajador aforado y condenó a la demandante al pago de las costas procesales.
Para llegar a tal determinación la A-quo consideró, en síntesis, que a pesar de que la causal invocada por el INCODER en liquidación se encontraba enmarcada en el literal a) del artículo 410 del Código Sustantivo del Trabajo, y se fundaba en el contenido del Decreto 2365 de 2015, al no haberse presentado la demanda de levantamiento del fuero sindical dentro de los dos meses siguientes al momento en que se ordenó la supresión del cargo del demandante, a través del Decreto 1193  del 21 de julio de 2016, dicha acción prescribió, ya que se presentó la demanda el 18 de octubre de 2016.  
IV. Recurso de apelación
El apoderado judicial de la entidad demandante apeló la decisión arguyendo, básicamente, que si bien es cierto que hay un término perentorio de dos meses, este tiempo se debía empezar a contar desde el día 21 de agosto de 2016, fecha en la que se le notificó al demandado por medio del oficio 20162138014 la supresión del cargo que venía desempeñando, mas no desde el 21 de julio de 2016 donde por el Decreto 1193 del mismo año se dispuso la supresión de 420 cargos.
V. Consideraciones

5.1. Problema jurídico

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Prescribió la acción con la que contaba la entidad demandante para solicitar el levantamiento del fuero sindical del demandado?

5.2. Del término para instaurar la acción de Levantamiento de Fuero Sindical 
En relación con el término de prescripción de la acción de levantamiento de  Fuero Sindical, la H. Corte Constitucional en Sentencia T-249 de 2008
, con ponencia del Magistrado Jaime Córdoba Triviño, sostuvo lo siguiente:

4.1
El término para instaurar la acción de Levantamiento de Fuero Sindical 

Los artículos 113 y 118A del Código Procesal del Trabajo
 disponen i) que la demanda del empleador, tendiente a obtener permiso para despedir, trasladar o desmejorar a un trabajador amparado por fuero sindical, deberá expresar la justa causa invocada; ii) que las acciones emanadas del fuero sindical prescriben en dos meses; iii) que el término de prescripción para el trabajador opera “desde la fecha de despido, traslado o desmejora” y iii) que la oportunidad para el empleador se cuenta desde la fecha en que éste tuvo conocimiento del hecho o una vez agotado el procedimiento convencional o reglamentario correspondiente, según el caso. 

Agregan las disposiciones i) que probadas la inscripción en el registro sindical o la comunicación informó al empleador sobre el cumplimiento del requisito, la existencia del fuero sindical se presume; ii) que la reclamación administrativa adelantada por los servidores públicos afectados suspende el término prescriptivo y iii) que, culminado este trámite o presentada la reclamación escrita, en el caso de los trabajadores particulares, comenzará a contarse nuevamente el término de los dos meses.

4.1.1
 El asunto del término para que el empleador promueva la acción de Levantamiento de Fuero Sindical fue abordado por esta Corte
, con ocasión del examen de inconstitucionalidad a la que fueron sometidos los artículos 2°, 3º y 6º del Decreto 204 de 1957, que sustituyeron los artículos 113, 114 y 118 del Código Procesal del Trabajo
.

Reiteró la Corte que el fuero sindical es una institución establecida en favor de los sindicatos y de los trabajadores, en cuanto “la ley refuerza la protección a la estabilidad laboral de los representantes sindicales como un medio para amparar la libertad de acción de los sindicatos”, al punto que los trabajadores gozan de fuero sindical en razón a su pertenencia a un sindicato y como protección a sus derechos de asociación y sindicación.

Se detuvo la Corporación en la constitucionalidad del término de dos meses, establecido en el Código Procesal del Trabajo para la presentación de la demanda de restitución o reintegro por vulneración del fuero sindical y concluyó i) que “en el caso del fuero sindical, la prescripción se justifica, no sólo por razones de seguridad jurídica sino por el sentido mismo que tiene el fuero sindical” y ii) que “si bien término de prescripción de dos meses es breve, la Corte encuentra que para este específico tipo de acciones, se encuentra constitucionalmente justificado, debido al interés mismo que es protegido por la figura del fuero sindical”.

Además, con el propósito de estudiar el cargo por vulneración del derecho a la igualdad, en cuanto –para entonces- la falta de término especial permitía considerar que el patrono contaba con tres años para ejercer su derecho al levantamiento del fuero, la Corte precisó que cuando “el empleador (..) decida interponer la acción de levantamiento del fuero sindical, deberá hacerlo inmediatamente al conocimiento de la ocurrencia de una causa justa para la autorización de despido, traslado o desmejora del trabajador”.

Explicó la Corte la necesidad de distinguir dos momentos, en el desarrollo del derecho del empleador a obtener autorización del juez del trabajo para dar por terminada la relación laboral con el trabajador aforado o modificar sus condiciones por justa causa comprobada, “que deben ser evaluados para entender el querer legislativo y la óptica constitucional actual”.

Un primer momento, cuando podía entenderse que para iniciar la acción de Levantamiento de Fuero Sindical el patrono contaba con los tres años establecidos en el Código Procesal del Trabajo para las acciones ordinarias o que el mismo podía establecer el término, a partir de la configuración de la causa del despido, mientras fuese razonable. 

Lo anterior, si se considera que correspondía a la jurisprudencia y la doctrina fijar el derrotero de la institución y entonces el empleador podía hasta “suspender al trabajador aforado de sus funciones, siempre y cuando en  el término de la distancia y 48 horas más, a partir del día de la suspensión, se interpusiera la solicitud de autorización para el despido definitivo”:

Un segundo momento, señala la Corte, “desde la preeminente perspectiva constitucional, consagrada en el artículo 39 de la Carta (..)”, cuando “cualquier apreciación que se dé, debe ser la más acorde con la naturaleza de la figura y la más cercana a una protección efectiva del fuero sindical”:
Indica la providencia:

“Es  importante tener  en cuenta, sin embargo, que también para el proceso de levantamiento, -como ha ocurrido con la figura misma del  fuero -, existen dos momentos que deben ser evaluados para entender el querer legislativo y la óptica constitucional actual. En efecto, en un primer momento que podemos llamar preconstitucional, este proceso se concretaba en la exigencia de una autorización rápida por parte de funcionarios, inicialmente judiciales, posteriormente administrativos pertenecientes al Ministerio del Trabajo y luego nuevamente judiciales, quienes en un término perentorio definían la procedencia de la autorización o su negativa de levantamiento, de ser probada o no la justa causa. Así mismo, y acorde con las normas que reglamentaron el fuero sindical en sus orígenes, - Decreto Ley 2350 de 1944, Ley 6ª de 1945, Decreto reglamentario 2313 de 1946 -, tal levantamiento en la primera mitad del siglo veinte, otorgaba al empleador una  potestad de suspender al trabajador aforado de sus funciones, siempre y cuando en  el término de la distancia y 48 horas más, a partir del día de la suspensión, se interpusiera la solicitud de autorización para el despido definitivo. En ese momento histórico, sin embargo, las discusiones sobre fuero sindical y en especial, sus alcances y protección fueron eminentemente de naturaleza legal. De ahí que la razonabilidad de su aplicación, utilización y ejecución, dependiera de criterios básicamente legislativos. 

Al expedirse la Constitución del 91, el artículo 113 del C.P.T. y por consiguiente la figura del fuero sindical, exigen una nueva valoración que debe responder a un real "reconocimiento de los representantes sindicales al fuero y de las demás garantías para cumplir su función", desde la preeminente perspectiva constitucional  consagrada en el artículo 39 de la Carta. En efecto, la figura del fuero sindical y en consecuencia las acciones procesales de regulación y ejercicio, pasan de ser categorías sencillamente legales a enunciados con protección constitucional. Lo anterior, indica que un debate aparentemente limitado a una esfera legal en la materia, como podría pensarse, cobra indiscutiblemente  interés constitucional por expresa disposición de la Carta, cuando alguna de las interpretaciones que se le pueda dar a  las normas, impida o coarte las garantías de los trabajadores aforados”. 

Se detuvo la Corte en la acción de levantamiento de fuero sindical y señaló que la medida permite al empleador “consumar un requisito necesario”, es decir que el ordenamiento prevé un procedimiento para ejecutar un hecho cumplido, en las relaciones existentes entre el empleador y el trabajador aforado, aliviando así la tensión que la existencia de una justa causa, para modificar e incluso poner fin a la relación laboral, genera entre los extremos de la relación incluida la organización sindical. 

Indica la providencia:

“Ahora bien, en el caso del levantamiento del fuero, lo que se pretende es consumar un requisito necesario para lograr esa autorización de traslado, retiro o desmejora del trabajador, ajustada a la ley, precisamente como garantía y protección a la figura del fuero sindical y en atención a las necesidades del empleador. Bajo ese supuesto, en esta figura no se ha verificado aún el despido, traslado o desmejora del trabajador, en espera de que la autorización sea concedida o denegada por la autoridad pertinente. En consecuencia, y en virtud de la naturaleza de esa figura, lo pertinente es que el cumplimiento de ese requisito necesario para el retiro, cuando así se pretenda por parte del empleador, se esgrima lo más cercanamente posible al conocimiento de la existencia de una justa causa necesaria para el despido, el traslado o la desmejora laboral. En efecto, es claro que la ambición de dicha norma, es resolver entonces, la tensión entre las potestades del empleador y la protección al fuero sindical, en atención a unos y otros intereses. De allí, que un término de prescripción desvinculado del fundamento de esas prerrogativas, es decir de la justa causa que permitiría la excepción a la protección definitiva al fuero sindical,  carecería necesariamente de toda razonabilidad, ya que alegar per se el ejercicio de un procedimiento para el levantamiento de fuero, meses, o incluso años después del conocimiento de una justa causa para ese proceder, desvirtúa la protección al fuero sindical que pretende la Constitución”. 

Resolvió la Corte, en consecuencia, declarar exequible el artículo 2° del Decreto ley 204 de 1957 que modificó el artículo 113 del Código Procesal del Trabajo, “siempre y cuando se entienda que, en aplicación del artículo 13 inciso 2º, 25 y 39 de la Constitución y del Convenio 98 de la O.I.T., para hacer uso del procedimiento especial  de levantamiento del fuero sindical, el empleador deberá presentar  la solicitud inmediatamente ocurra la justa causa requerida para solicitar la autorización de despido, traslado o desmejoramiento del trabajador aforado, según se indicó en la parte motiva de este fallo”.
4.1.2
Vistas así las cosas, habría que entender que los dos meses que el artículo 49 de la Ley 712 de 2001 confiere al patrono para instaurar la acción de levantamiento de fuero sindical
, corren “inmediatamente ocurra la justa causa requerida para solicitar la autorización de despido, traslado o desmejoramiento del trabajador aforado”, según el condicionamiento impuesto por esta Corte al artículo 113 del Código Procesal del Trabajo, en los términos de la Sentencia C-368 de 2001.
Lo anterior, mientras subsistan en el ordenamiento las disposiciones que sirvieron de base al condicionamiento al que se hace mención, como lo dispone el artículo 243 de la Carta Política y siempre que se trate de la pretensión del patrono tendiente a despedir o desmejorar a un trabajador amparado por fuero sindical, por justa causa comprobada. 

Sin que para el efecto interesen las modificaciones introducidas a la disposición con posterioridad a la Sentencia de constitucionalidad a que se hace mención, en cuanto el artículo 113 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, sin perjuicio del artículo 44 de la Ley 712 de 2001, conserva en su esencia el contenido que dio lugar a que esta Corte condicione el derecho del patrono de acudir ante el juez del trabajo, en demanda del levantamiento de la garantía que protege al trabajador aforado.

Señala la norma: 

“Artículo 44. El artículo 113 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social quedará así: 

II. FUERO SINDICAL Artículo 113. Demanda del empleador. La demanda del empleador tendiente a obtener permiso para despedir a un trabajador amparado por fuero sindical, para desmejorarlo en sus condiciones de trabajo, o para trasladarlo a otro establecimiento de la misma empresa o a un municipio distinto, deberá expresar la justa causa invocada. Con la certificación de inscripción en el registro sindical o la comunicación al empleador de la inscripción se presume la existencia del fuero sindical”.

4.1.3
Finalmente, cabe precisar, en lo que tiene que ver con las previsiones del artículo 49 de la Ley 712 de 2001 sobre el agotamiento del procedimiento convencional o reglamentario, para dar inició al término que la misma disposición concede al empleador, que esta Corte, al resolver sobre la conformidad con la Carta Política del trato diferenciado en materia de suspensión de la prescripción que se deriva de la norma, advirtió que “el artículo al hablar de convencional o reglamentario, ya presupone que se trata de dos tipos de trabajadores: particulares (convencional) o reglamentario (empleados públicos)
”.

Quiere decir, entonces, que los dos meses con que cuenta el empleador particular para hacer uso del procedimiento especial de levantamiento del fuero sindical, comienzan a correr una vez ocurrida la justa causa o culminado el procedimiento convencional que da lugar a establecerla, según el caso. 

5.3. Caso concreto 

De conformidad con lo expuesto en precedencia, es claro que la decisión emitida por la Jueza de primer grado se encuentra ajustada a los lineamientos trazados por el ordenamiento adjetivo laboral y la jurisprudencia constitucional, pues siendo el Decreto 1193 de 2016 un acto objetivo y de carácter general, sus efectos se conocieron por la demandante y el demandado una vez fue publicado -21 de julio de 2016-, por lo que contaba hasta el 21 de septiembre de la misma anualidad para presentar la demanda de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 A del Código de Procedimiento Laboral, lo cual realizó el 14 de octubre, situación que no merece el discernimiento  que plantea  el censor, pues está infiriendo una condición no establecida por el legislador, cual es que el plazo de dos meses esté supeditado al momento en que la entidad le comunica al aforado la supresión de su cargo.
Por lo anterior, se confirmará la decisión objeto de apelación. Las Costas en esta instancia a cargo del recurrente.  Como agencias en derecho se fija la suma de $616.000 a cargo de la entidad apelante.
En mérito de  lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Risaralda), Sala Laboral, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 20 de febrero de 2017 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso especial de fuero sindical promovido por el INCODER EN LIQUIDACION contra el señor RAUL GARAVITO ARDILA.

SEGUNDO.- CONDENAR en costas a la entidad recurrente. Como agencias en derecho se fija la suma de $616.000.

TERCERO.- DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.

DECISIÓN NOTIFICADA EN ESTRADOS.
 
La Magistrada,            

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Los Magistrados,            
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
                                 FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Reiterada, entre otras, por la sentencia T-096 de 2010, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez


� Ley 712 de 2001 artículos 44 y 49.


� Sentencia C-381 de 2001 ya citada. El accionante demandó los artículos 114 y 118 del Código Procesal del Trabajo y la Corte integró a la decisión el artículo 113 de la misma codificación porque “que si se parte de la comparación entre dos normas, es necesario un análisis de ambas disposiciones en lo concerniente a la aparente desigualdad acusada”. Sobre el desarrollo legislativo de las disposiciones relativas al fuero sindical, al amparo de la Constitución de 1991 y la jurisprudencia constitucional se puede consultar la sentencia C-1235 de 2005 M.P. Alfredo Beltrán Sierra


� Sobre el desarrollo legislativo de las disposiciones relativas al fuero sindical, se puede consultar la sentencia C-1235 de 2005 M.P .Alfredo Beltrán Sierra.


� “ARTICULO 118 A. Adicionado Ley 712 de 2001, artículo 49. Prescripción. Las acciones que emanan del fuero sindical prescriben en dos (2) meses. Para el trabajador este término se contará desde la fecha de despido, traslado o desmejora. Para el empleador desde la fecha en que tuvo conocimiento del hecho que se invoca como justa causa o desde que se haya agotado el procedimiento convencional o reglamentario correspondiente, según el caso. 


Durante el trámite de la reclamación administrativa de los empleados públicos y trabajadores oficiales, se suspende el término prescriptivo.





Culminado este trámite o presentada la reclamación escrita en el caso de los trabajadores particulares, comenzará a contarse nuevamente el término de dos (2) meses”.


� “ARTICULO 2o. El ARTICULO 113 del Código Procesal del Trabajo quedará así: 





ARTICULO 113. SOLICITUD DEL PATRONO. La solicitud de permiso hecha por el patrono para despedir a un trabajador amparado por el fuero sindical, o para desmejorarlo en sus condiciones de trabajo, o para trasladarlo a otro establecimiento de la misma empresa o un Municipio distinto, deberá expresara la justa causa invocada y contener una relación pormenorizada de las pruebas que la demuestren”.





� Sentencia C- 1235 de 2002 M.P. Alfredo Beltrán Sierra. En esta oportunidad la Corte declaró exequibles los apartes: “Durante el trámite de la reclamación administrativa de los empleados públicos y trabajadores oficiales, se suspende el término prescriptivo”,  y  “Culminado este trámite, o presentada la reclamación escrita en el caso de los trabajadores particulares, comenzará a contarse nuevamente el término de dos (2) meses”, del artículo 49 (parcial) de la Ley 712 de 2001 que adiciona el artículo 118 A  al Código Procesal del Trabajo”.
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